
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 10 BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD, SUSCRITA POR LA 

DIPUTADA LIDIA GARCÍA ANAYA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La suscrita, Lidia García Anaya, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción 

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento 

para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a 

consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 

10 Bis de la Ley General de Salud, en materia de objeción de conciencia, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El 13 de septiembre de 2021, “la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), en sesión del 

Tribunal Pleno, inició el análisis del artículo 10 Bis de la Ley General de Salud, en materia de objeción 

de conciencia del personal médico y de enfermería frente al derecho a la protección de la salud, lo 

anterior, derivado de la acción de inconstitucionalidad 54/2018, promovida por la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, demandando la invalidez de los artículos 10 Bis, Segundo y Tercero 

Transitorios de la Ley General de Salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 

mayo de 2018”.1 

El 21 de septiembre de 2021, “la SCJN concluyó el análisis del artículo 10 Bis de la Ley General de 

Salud, determinando que la ley no establecía los lineamientos y límites necesarios para que la objeción 

de conciencia pueda ser ejercida sin poner en riesgo los derechos humanos de otras personas, en 

especial el derecho a la salud. Por ello, los artículos impugnados son inválidos. El Pleno decidió 

establecer tales lineamientos mínimos en la sentencia respectiva, exhortando al Congreso de la Unión 

a tomarlos en cuenta al reformar la Ley General analizada”.2 

El 21 de diciembre del 2021, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Sentencia dictada por 

el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 

54/2018, así como los Votos Concurrente del señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, 

Particular del señor Ministro Luis María Aguilar Morales y Particular y Concurrente del señor 

Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.3 

En dicha Sentencia, la SCJN resolvió lo siguiente: 

“Primero. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

Segundo. Se declara la invalidez del artículo 10 Bis de la Ley General de Salud, adicionado 

mediante el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el once de mayo de dos 

mil dieciocho, así como de los artículos transitorios segundo y tercero del referido decreto, la 

cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de 

la Unión, en términos de los considerandos quinto y sexto de esta decisión. 

Tercero. Se exhorta al Congreso de la Unión a que regule la objeción de conciencia en materia 

sanitaria, tomando en cuenta las razones sostenidas en esta sentencia”. 4 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) en su artículo 4º establece (...) 

“Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para 

el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 

federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 



73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar 

la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y 

gratuita de las personas que no cuenten con seguridad social”5 

Cabe destacar que el artículo 73 de la CPEUM, señala que el Congreso tiene facultad (...) “XVI.- Para 

dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, 

colonización, emigración e inmigración y salubridad general de la República”6 

Es competencia del Congreso de la Unión la legislación en materia de salud, como lo es el caso del 

artículo 10 Bis de la Ley General de Salud en materia de objeción de conciencia. 

La Ley General de Salud (LGS) establece en el artículo 10 Bis: 

“El personal médico y de enfermería que forme parte del Sistema Nacional de Salud, podrán 

ejercer la objeción de conciencia y excusarse de participar en la prestación de servicios que 

establece esta ley. 

Cuando se ponga en riesgo la vida del paciente o se trate de una urgencia médica, no podrá 

invocarse la objeción de conciencia, en caso contrario se incurrirá en la causal de 

responsabilidad profesional. 

El ejercicio de la objeción de conciencia no derivará en ningún tipo de discriminación 

laboral” . 7 

En la primera parte de la sentencia aprobada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación “se 

delinearon una serie de requisitos y elementos que deben ser observados para que cualquier regulación 

sobre la objeción de conciencia sea constitucionalmente válida, entre ellos, los siguientes: 

a) La Constitución General reconoce el derecho de toda persona a la libertad religiosa y de 

creencias y, a partir de esas libertades, el derecho a ejercer la objeción de conciencia cuando un 

mandato jurídico se oponga a sus convicciones. 

b) La objeción de conciencia no es absoluta y la Constitución le impone determinados límites, de 

manera tal que únicamente es válida cuando se trate de una auténtica contradicción con los dictados 

de una conciencia respetable en un contexto democrático. 

c) Así, la objeción de conciencia está limitada por el respeto de los derechos fundamentales de 

otras personas, la salubridad general, la prohibición de discriminación, el principio democrático, 

entre otros. 

d) La objeción de conciencia según este estándar que aprobamos, jamás podrá invocarse por el 

personal médico y de enfermería para negar la atención médica por motivos discriminatorios o de 

odio, ni para entorpecer o retrasar la prestación de los servicios sanitarios. 

e) La objeción de conciencia es estrictamente individual, de manera que las instituciones de salud 

no pueden involucrarla ni obligar al personal a hacerlo. 

f) Además, conforme a los precedentes del Pleno y de las Salas de esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, también coincidimos en que la protección de la salud es un derecho fundamental de 



todas las personas y es el Estado el que, con todos los medios que tenga a su alcance debe velar 

por su protección, incluso si esto significa erogar recursos humanos y económicos. 

El parámetro de constitucionalidad anterior es un importante reflejo del compromiso de este Alto 

Tribunal en la protección de los derechos humanos, y a partir de este marco jurisprudencial se analizó 

si las normas impugnadas son o no constitucionales. 

En este sentido, al estudiar la constitucionalidad del artículo 10 Bis y sus normas transitorias, quienes 

integramos el Tribunal Pleno coincidimos en forma unánime en que una regulación de la objeción de 

conciencia como la que presentaba el artículo 10 Bis de la Ley General de Salud (en su literalidad), 

podía poner en riesgo el ejercicio de los derechos fundamentales de todas las personas usuarias de los 

servicios de salud y, en especial, de las mujeres, personas con capacidad de gestar y las personas de 

la diversidad sexual y de género”.8 

Con la finalidad de que se evite una restricción al derecho a la salud de los ciudadanos, consagrado 

en las normas constitucionales, así como evitar la indebida regulación de la objeción de conciencia, 

con el único objetivo de garantizar el acceso a los servicios de salud de todas las personas, su 

disponibilidad, accesibilidad, oportunidad, y en coincidencia con la necesidad de establecer 

lineamientos claros para no obstaculizar la prestación de los servicios médicos que puedan atentar 

contra la vida humana, se propone la siguiente reforma con el objetivo de generar un marco legal 

sólido que dé certeza jurídica a la población. 

Por lo expuesto someto a la consideración de la Cámara de Diputados el siguiente: 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 10 Bis de la Ley General de Salud, 

en materia de objeción de conciencia 

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 10 Bis de la Ley General de Salud, para quedar 

como sigue: 

Artículo 10 Bis. El personal médico y de enfermería que forme parte del Sistema Nacional de Salud, 

podrán ejercer la objeción de conciencia y excusarse de participar en la prestación de servicios que 

establece esta ley. 

Cuando se ponga en riesgo la vida del paciente, la violación de sus derechos humanos 

específicamente el derecho a la salud, se vulneren los derechos reproductivos de las mujeres, o 

se trate de una urgencia médica, no podrá invocarse la objeción de conciencia, en caso contrario se 

incurrirá en la causal de responsabilidad profesional. 

El ejercicio de la objeción de conciencia no derivará en ningún tipo de discriminación laboral. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de enero de 2022. 

Diputada Lidia García Anaya (rúbrica) 

 


